
























































































 

 

EPUBLICA DE COLOMBIA 

 

       

TUTELA NÚMERO 311-2023 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

 Bogotá D.C., agosto veintidós (22) de dos mil veintitrés (2023) 

  

                                   OBJETO DE LA DECISION 

Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por los señores: 
 

JAVIER A. RUIZ O. TD. 38594 

CARLOS GUALDRON TD. 107959 

MARLOS MENDEZ BECERRA TD.  

YIME REAL MELO TD. 94138 

ORLANDO SALGADO TD. 7165 

FRANKLIN CUMANAICA TD. 106264 

ALEJANDRO DUARTE M TD. 79065 

JEFERSON BARAJAS TD. 98278 

JAN RODRIGUEZ SOCHA TD. 63595 

ZULMER JEFFERSON H TD. 109904 

NICK TABORDA SOTELO TD. 104335 

GERMAN ARIZA TD. 96801 

JAVIER GONZALEZ TD. 101079 

LUIS NIÑO TD. 250629 

JULIO ALEXANDER DIAZ TD. 96307 

ADRIAN FERNANDO TD. 89667 

IVAN ANDRES ESTRADA TD. 99295 

FREDY ALEXANDER VILLAMIL TD. 84411 

JEFFERSON ORTIZ TD. 80945 

MAICOL STIVEN TORO TD. 99210 

BARBOSA GRANADOS ANDRES TD. 62560 

RONAL GARCIA ROMERO TD. 99308 

WILLIAM ALBERTO NOPC TD. 231334 

DANIEL BUSTOS B. TD. 104576 

JORGE ENRIQUE GUZMAN VELEZ TD. 91939 

JUAN JOSE FERNANDO VARGAS ORDUZ TD. 98082 

WILLIAM ALBERTO ORTIZ VARGUERO TD. 72561 

JOSE ANTONIO ALBORADO RODRIGUEZ TD. 106682 

CESAR ALEJANDRO DIAZ MONTENEGRO TD. 110664 

TIRSO CADENA SANCHEZ TD. 95966 

CARLOS ANDRES NIÑO AMAYA TD. 101842 

CARLOS ANDRES PORTACIO ALVAREZ TD. 110083 

MAURICIO PATRICIO ALVAREZ TD. 97923 

OVIER DAVID RODRIGUEZ TD. 101038 

RIQUELME GUEVARA ORTIZ TD. 94432  

CAMILO FERNANDEZ RAMIREZ TD. 109691 



 

 

JESUS MARIA CRUZ IQUINA TD. 109406 

JONATHAN JOSE GIL SUAREZ TD. 109103 

GILBERTO NAVARRO IBARRA TD. 108705 

NESTAR HENRI PABAN TD. 100731 

RAUL RODRIGUEZ NAVNS TD. 103876 

NESTOR H. PASTOR TD. 108704 

ANDRES STIVEN JIMENEZ TD. 110389 

JORGE PABLO SILGADO  TD. 94013 

JHON STIVEN SANDOVAL LONDOÑO TD. 107248 

JOSE ALDO GONZALEZ V. TD. 96203 

JHON FERNEY SUAREZ PINZON TD. 85310 

ORLANDO PARDO QUIROGA TD. 63312 

 

Contra el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC 

y el COMPLEJO PENINTENCIARIO Y CARCELARIO DE BOGOTA LA PICOTA 

por vulneración al derecho fundamenten de petición. 

         

ANTECEDENTES 

 

Los accionantes presentan acción de tutela contra el INSTITUTO NACIONAL 

PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC y el COMPLEJO 

PENINTENCIARIO Y CARCELARIO DE BOGOTA LA PICOTA por vulneración 

al derecho fundamenten de petición, con el fin de que responda de fondo e 

integralmente la solicitud presentada el 04 de mayo de 2023, respeto de la 

autorización para la comercialización de los productos fabricados artesanalmente 

a los pabellones de la estructura 3 del COMEB de la Picota. 

 

Fundamenta su petición en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia 

de 1991. 

   
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de agosto ocho (08) de dos mil veintitrés (2023), 

dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad 

accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de 

defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 

La accionada INPEC en el término concedido allego contestación en la que 

manifestó: 

“2. DE LOS HECHOS Y PRETENSIONES 



 

 

Para desatar el conflicto suscitado, es necesario traer a consideración la argumentación jurídica que 
desde la defensa se esgrime y que no tiene otro fundamento que las construcciones legales y 
jurisprudenciales que de por sí, sirven para dar a conocer que la Dirección General del INPEC a quien 
vinculan en el presente tramite tutelar, NO ha vulnerado derechos fundamentales como lo 
argumenta el accionante, por tanto en lo referente a los hechos y pretensiones se solicita a su 
despacho DESVINCULAR a la Dirección General del INPEC de la presente acción constitucional, toda 
vez que la competencia frente a lo manifestado por el accionante le corresponde al COBOG a través 
de su equipo de trabajo, por lo que me permito indicar los siguientes argumentos facticos y jurídicos. 
 
No es procedente la presente acción constitucional en contra de la dirección general del INPEC, toda 
vez que no es de su competencia resolver lo planteado por el accionante en su escrito tutelar. 
 
 La Dirección General del INPEC, no está violando derechos fundamentales del señor CARLOS 
GUALDRON Y OTROS al no dar respuesta al derecho de petición. El responsable de dar respuesta al 
derecho de petición es el COBOG a través de su equipo de trabajo, toda vez que es allí donde se 
puede verificar lo manifestado por el accionante.  
 

3. TESIS DE DEFENSA 
 

 Jurídicos. Legales: Es necesario señor Juez de Tutela, que se tenga en cuenta las siguientes 
apreciaciones de tipo legal y reglamentario que se llama a mencionar dentro de toda acción de 
defensa que ejerce el INPEC, en relación con acción constitucional que presenta el accionante, de la 
siguiente manera; El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC–, en su organigrama está 
compuesto por 06 REGIONALES y 132 ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS, que, por 
competencia funcional y legal, son las que se encuentran descritas en la normatividad relacionada a 
continuación: 3.1 JURIDICOS: Legales: DECRETO NÚMERO 4151 DE 2011, “Por el cual se modifica la 
estructura del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC y se dictan otras disposiciones”: 
Artículo 29°. DIRECCIONES REGIONALES. Son funciones de las Direcciones Regionales, las siguientes: 
Numeral 4. Implementar las directrices emanadas de la Oficina Asesora Jurídica sobre los asuntos 
jurídicos de la Entidad en el nivel regional. Numeral 13. Apoyar la implementación y sostenibilidad 
del Sistema Integrado de Gestión Institucional y sus componentes. 
 
Artículo 30°. ESTABLECIMIENTOS DE RECLUSIÓN. Son funciones de los Establecimientos de Reclusión, 
las siguientes: 
 
 Numeral 1. Ejecutar las medidas de custodia y vigilancia a las personas privadas de la libertad al 
interior de los establecimientos de reclusión velando por su integridad, seguridad, el respeto de sus 
derechos y el cumplimiento de las medidas impuestas por autoridad judicial.  
Numeral 2. Ejecutar los proyectos y programas de atención integral, rehabilitación y tratamiento 
penitenciario, procurando la protección a la dignidad humana, las garantías constitucionales y los 
derechos humanos de la población privada de la libertad. 
 Numeral 13. Atender las peticiones y consultas relacionadas con asuntos de su competencia. Por su 
parte la RESOLUCION 00243 del 17 de enero de 2020, «Por la cual se desarrolla la estructura orgánica 
y se determinan los grupos de trabajo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC)» 
Articulo 13 GRUPO DE TUTELAS. Son funciones del Grupo de Tutelas, las siguientes:  
1. Responder las acciones de tutela contra el Director General o en las que sea vinculado e interponer 
recursos.  
2. Requerir a las dependencias del INPEC la información necesaria para proyectar las respuestas a 
las acciones de tutela, de cumplimiento o a los incidentes de desacato.  
3. Proyectar y suscribir respuestas a los incidentes de desacato de los fallos de tutelas y de 
cumplimiento en contra del Director General. 
4. Requerir a los directores regionales, de establecimientos de reclusión y dependencias de la sede 
central el cumplimiento de los fallos de tutela y acciones de cumplimiento.  
5. Proponer solicitudes de nulidad de los fallos proferidos por la Corte Constitucional, ante la 
correspondiente sala de revisión.  
6. Registrar, consolidar y analizar los datos que soporten las acciones de tutela y cumplimiento 
contra el Instituto.  



 

 

7. Notificarse de las acciones de tutela, de cumplimiento e incidentes de desacato, así como de los 
fallos proferidos dentro de los mismos.  
8. Registrar, verificar y controlar en las bases de datos institucionales la información relacionada con 
sus funciones en términos de oportunidad y calidad.  
9. Atender las peticiones y consultas relacionadas con asuntos de su competencia.  
10. Apoyar la implementación y sostenibilidad del Sistema Integrado de Gestión Institucional. 
11. Las demás funciones que le sean asignadas y que correspondan a la naturaleza de la 
dependencia. 4.1.2. Reglamentarios: El Decreto 4151 de 2011 en su Artículo 30, establece: 
“Establecimientos de Reclusión. Son funciones de los Establecimientos de Reclusión, las siguientes: 
a) En el numeral 4 indica que los establecimientos de reclusión deben “brindar a la población privada 
de la libertad la información apropiada sobre el régimen del establecimiento de reclusión, sus 
derechos y deberes, las normas disciplinarias, y los procedimientos para formular peticiones y 
quejas”. b) En el numeral 13 indica que los establecimientos de reclusión deben “Atender las 
peticiones y consultas relacionadas con asuntos de su competencia” La Resolución Nº 501 de 2005, 
por medio de la cual se actualiza la Organización Interna de los Establecimientos de Reclusión, y 
establece cuales son las funciones de JURIDICA y en su numeral 7º, que corresponde a esa oficina, 
tramitar a solicitud del interno, dentro del término legal, los beneficios administrativos de 
conformidad con los requisitos legales exigidos para tal fin. 
 
Así mismo, se informa que una vez verificada la base de datos de la gestión documental de la 
DIRECCION GENERAL, no se evidencia que se radico el derecho de petición al que se hace alusión, de 
igual manera, el competente para pronunciarse frente a lo requerido por los accionantes es el 
establecimiento NO la DIRECCION GENERAL – INPEC, lo anterior, teniendo en cuenta el reglamento 
interno de cada establecimiento.  
 

4. CONCLUSIONES 
 

Le corresponde a la DIRECCIÓN DEL COBOG a través de su equipo de trabajo, deberá dar respuesta 
a la accionante y a su Despacho, en razón a que corresponde a ellos pronunciarse por lo de su 
competencia, ya que es en ese establecimiento carcelario donde se encuentra el accionante y de 
igual forma, es allí donde se recepción el derecho de petición o solicitud. 
 
En ese sentido, Corresponde a la DIRECCION DEL COBOG y a sus funcionarios acorde a su 
competencia funcional, atender las peticiones del señor CARLOS GUALDRON Y OTROS, conforme a 
lo establecido en el Artículo 36 de la Ley 65 de 1993 y a la normatividad transcrita con anterioridad. 
Es de anotar que la expedición de los documentos solicitados es de entera responsabilidad del 
establecimiento DIRECCIÓN DEL COBOG, NO es competencia de la Dirección General del INPEC 
atender los requerimientos del accionante.  
 

5. PETICIÓN. 
 

DESVINCULAR a la DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC de la presente acción de tutela, atendiendo las 
razones antes esgrimidas; toda vez que, por parte de ella, por acción o por omisión, no ha violado, 
no está violando ni hay una inminente violación de derecho fundamental alguno del accionante 
CARLOS GUALDRON Y OTROS.” 

 

PROBLEMA JURIDICO 

 

Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si las accionadas 

INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC y el 

COMPLEJO PENINTENCIARIO Y CARCELARIO DE BOGOTA LA PICOTA 

vulneraron el derecho fundamental constitucional de petición de los accionantes 

al no emitir respuesta de fondo de la petición presentada el 04 de mayo de 2023. 



 

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 

Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos: 

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

La interesada invoca la acción de tutela, a fin de que se le ampare el derecho 

principal de: PETICIÓN. Pues bien, una de las más frecuentes confusiones acerca 

de los postulados y fines de la Acción de Tutela es el tomarla como una acción 

sustitutiva de las demás acciones judiciales, lo que lleva a la irracional 

multiplicación de esfuerzos de la administración pública, desplazando otros 

procesos que haciendo uso de los medios ordinarios se someten a la legislación 

y procedimientos establecidos para cada caso, representando una contribución 

a la parálisis de la actividad judicial.  

 

De los hechos narrados y confrontada con la documentación aportada, se 

desprende que el accionante invoca la acción de tutela para que le sea dada 

respuesta a la petición enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia.  

 

El artículo 23 de la Carta Política consagra que “toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución", norma que está dentro del 

Título II de la Carta Política, que trata de los derechos, las garantías y los deberes 

y del capítulo 1, que versa precisamente sobre los derechos fundamentales.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 



 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela: 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en  el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 

de 1991 es  condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en la obtención 

de respuesta a la petición enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las 

mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos:  



 

 

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 
desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 
                    “a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 
a la participación política y a la libertad de expresión. 

 
                     b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
 
                     c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con 
estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 
                    d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 

concreta siempre en una respuesta escrita. 
 
                     e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine…”. 

 
SOBRE LA CARGA DE LA PRUEBA 

 
La Corte Constitucional en sentencia T-571 de 2015 sobre el principio 

de la carga de la prueba en tratándose de acciones de tutela, concluyó 

que quien la instaura al estimar vulnerados o amenazados sus derechos 

fundamentales, tiene la carga procesal de probar sus afirmaciones, sin 

perjuicio que la misma se invierta cuando existe un estado de 

indefensión o la imposibilidad fáctica o jurídica que probar los hechos 

que se alegan. 

“(…) “El artículo 22 del mencionado decreto, “el juez, tan 

pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir 
el fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición 
no puede      entenderse como una autorización legal para que el juez resuelva 
sin que los hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección 
hayan sido probados, cuando menos en forma sumaria dadas las características 

de este procedimiento. Su determinación no puede ser adoptada con base 
en el presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su 
certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho 
fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente 
la tutela. A esa conclusión únicamente puede arribar el fallador mediante la 
evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer 

el derecho de defensa de las partes (…)". 

 

Así pues, la tutela solo sería procedente siempre y cuando se logre 

demostrar que el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el 

caso  en concreto, lo cual una vez revisada la documental obrante dentro 

del expediente no sucede, toda vez que a pesar que obra derecho de 

petición elaborado por los accionantes no se aporta constancia de 



 

 

recibido ante la entidad  accionada, por vía electrónica o con sello de 

recibido alguno, motivo por el cual no es posible tutelar derecho 

fundamental de petición alguno, pues  se desconoce si en efecto la 

accionada tenía conocimiento de tal petición       y ante tal incertidumbre 

conforme el criterio de carga de la prueba no queda otro camino que el 

de negarla por improcedente. 

 

En tal sentido ha de declararse la improcedencia de la acción que nos 

ocupa. 

D E C I S I O N 

 

En Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de 

Bogotá D.C, Administrando Justicia en nombre de La República De 

Colombia y por autoridad de la Ley. 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo de tutela invocado 

por los señores: 

 

JAVIER A. RUIZ O. TD. 38594 

CARLOS GUALDRON TD. 107959 

MARLOS MENDEZ BECERRA TD.  

YIME REAL MELO TD. 94138 

ORLANDO SALGADO TD. 7165 

FRANKLIN CUMANAICA TD. 106264 

ALEJANDRO DUARTE M TD. 79065 

JEFERSON BARAJAS TD. 98278 

JAN RODRIGUEZ SOCHA TD. 63595 

ZULMER JEFFERSON H TD. 109904 

NICK TABORDA SOTELO TD. 104335 

GERMAN ARIZA TD. 96801 

JAVIER GONZALEZ TD. 101079 

LUIS NIÑO TD. 250629 

JULIO ALEXANDER DIAZ TD. 96307 

ADRIAN FERNANDO TD. 89667 

IVAN ANDRES ESTRADA TD. 99295 

FREDY ALEXANDER VILLAMIL TD. 84411 

JEFFERSON ORTIZ TD. 80945 

MAICOL STIVEN TORO TD. 99210 

BARBOSA GRANADOS ANDRES TD. 62560 

RONAL GARCIA ROMERO TD. 99308 

WILLIAM ALBERTO NOPC TD. 231334 

DANIEL BUSTOS B. TD. 104576 

JORGE ENRIQUE GUZMAN VELEZ TD. 91939 

JUAN JOSE FERNANDO VARGAS ORDUZ TD. 98082 



 

 

WILLIAM ALBERTO ORTIZ VARGUERO TD. 72561 

JOSE ANTONIO ALBORADO RODRIGUEZ TD. 106682 

CESAR ALEJANDRO DIAZ MONTENEGRO TD. 110664 

TIRSO CADENA SANCHEZ TD. 95966 

CARLOS ANDRES NIÑO AMAYA TD. 101842 

CARLOS ANDRES PORTACIO ALVAREZ TD. 110083 

MAURICIO PATRICIO ALVAREZ TD. 97923 

OVIER DAVID RODRIGUEZ TD. 101038 

RIQUELME GUEVARA ORTIZ TD. 94432  

CAMILO FERNANDEZ RAMIREZ TD. 109691 

JESUS MARIA CRUZ IQUINA TD. 109406 

JONATHAN JOSE GIL SUAREZ TD. 109103 

GILBERTO NAVARRO IBARRA TD. 108705 

NESTAR HENRI PABAN TD. 100731 

RAUL RODRIGUEZ NAVNS TD. 103876 

NESTOR H. PASTOR TD. 108704 

ANDRES STIVEN JIMENEZ TD. 110389 

JORGE PABLO SILGADO  TD. 94013 

JHON STIVEN SANDOVAL LONDOÑO TD. 107248 

JOSE ALDO GONZALEZ V. TD. 96203 

JHON FERNEY SUAREZ PINZON TD. 85310 

ORLANDO PARDO QUIROGA TD. 63312 

Contra el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO-

INPEC y el COMPLEJO PENINTENCIARIO Y CARCELARIO DE BOGOTA 

LA PICOTA, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
SEGUNDO: Notifíquese a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la 

actuación a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en 

cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 

1991. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

LA JUEZ, 

Original firmado por: 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 
 

 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO  
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 142 del 23 de agosto de 2023 

 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 
SECRETARIA 


